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Rodríguez Flores, Juez Ponente 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de junio de 2022. 

El 12 de agosto de 2020, compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones, PJ Security and Collection Corp. y/o MAPFRE PRAICO 

Insurance Co. (recurrentes), mediante Recurso de Revisión 

Administrativa.  Nos solicita que revisemos la Resolución y Orden en 

el caso AC-18-567, dictada por la Oficina de Mediación y 

Adjudicación del Departamento de Recursos Humanos (OMA) el 5 

de marzo de 2020, archivada el 3 de junio de 2020 y notificada 

mediante correo certificado, con fecha del 8 de junio de 2020. 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2020-167 el Juez Rodríguez Flores sustituyó 
al Juez Bonilla Ortiz. 
2 Mediante Orden Administrativa OATA-2022-016 el Juez Pagán Ocasio sustituyó 

a la Jueza Cortés González 
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos la resolución recurrida. Veamos. 

I. 

El Sr. Omar Agosto Marín (recurrido) incoó una reclamación 

contra PJ Security and Collection Corp. y/o MAPFRE PRAICO 

Insurance Co., ante el Negociado de Normas del Trabajo (Negociado). 

Reclamó la cantidad de $4,497.84 por conceptos de licencias, 

vacaciones, periodos de alimentos y horas extras.  Luego de la 

correspondiente investigación, el Negociado refirió la reclamación a 

la OMA, donde se identificó el caso con el alfanumérico OM-18-582.  

Evaluada la reclamación, el 31 de julio de 2018 la Directora de la 

OMA determinó referir el asunto al proceso de conciliación y 

mediación.  Este proceso fue programado para el 4 de septiembre de 

2018 y el recurrido no asistió. 

El 5 de septiembre de 2018, notificada el 26 de septiembre 

de 2018, el Mediador asignado al caso OM-18-582 emitió una 

Resolución3.  En el dictamen, y ante la incomparecencia del 

recurrido, se ordenó el cierre sin perjuicio y archivo del caso, en 

virtud de la Regla 3.4 (b) del Reglamento de Procedimientos de 

Mediación y Adjudicación de la OMA4 (en adelante, Reglamento).  En 

la Resolución, el Mediador también le advirtió al recurrido, que el 

término prescriptivo de las reclamaciones vencía el 5 de abril de 

2021.  

Entre tanto, el recurrido también había incoado ante el 

Negociado otra reclamación, pero por despido injustificado.  En la 

misma exigía el pago de $2,241.12 en concepto de mesada.  Luego 

de los correspondientes trámites ante el Negociado, el asunto fue 

referido a la OMA donde se identificó como el caso OM-18-766.  Esta 

 
3 Apéndice 5, página 153 de la Oposición da Revisión Judicial. 
4 Conforme a la Ley 384 del 17 de septiembre de 2004, la comparecencia a la 

reunión inicial de mediación es compulsoria. 
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reclamación por despido injustificado también fue referida al 

proceso de conciliación y mediación.  La sesión de mediación se 

celebró el 9 de octubre de 2018, pero las partes no llegaron a ningún 

acuerdo. 

Ante la falta de acuerdos, ese mismo día 9 de octubre de 

2018, el recurrido suscribió una Querella bajo su firma.  En ella 

reclamó ciertas licencias, horas extras, períodos de tomar alimentos 

y despido injustificado5.  La Querella sometida en el formulario 

OMA-23 fue identificada como la AC-18-567.   

El 8 de noviembre de 2018, la Lcda. Marta E. Ortiz 

Camacho, Directora Interina de la OMA, bajo el caso AC-18-567, 

emitió una Notificación de Querella y Vista Administrativa 

Enmendada. Esta notificación incluyó las reclamaciones sobre las 

licencias, horas extras, periodos de tomar alimentos y el despido 

injustificado y ordenó a los recurrentes contestar la Querella, entre 

otros asuntos.  También dejó señalada la vista adjudicativa para el 

30 de enero de 2019, la cual sería presidida por la Lcda. Clarissa 

Feliciano Figueroa.  

El 30 de noviembre de 2018, los recurrentes presentaron 

una comunicación a la OMA, y en resumen, argumentaron la falta 

de jurisdicción del organismo para entender en las reclamaciones 

incluidas en la OM-18-582 (licencias, horas extras y períodos de 

tomar alimentos). En la alternativa, y solo para efectos de 

argumentación, mencionaron que si el Mediador tenía la facultad 

para enmendar la Querella (consolidación de los casos OM-18-582 

y OM-18-766 en la Querella Núm. AC-18-567), lo que correspondía 

era citar a una vista de conciliación y no ir directo a la vista 

 
5 Esta querella también fue suscrita por el Mediador Julián Vigo Soto, el 11 de 

octubre de 2020. Recurso de Revisión Judicial, Apéndice, Página 109. 
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adjudicativa.  Por último, solicitaron una sesión de mediación en el 

caso del despido injustificado.6 

Evaluado el escrito presentado por los recurrentes el 4 de 

diciembre de 2018, la Jueza Administrativa emitió una Resolución 

Interlocutoria y Orden donde revirtió los asuntos reclamados en la 

Querella Núm. AC-18-567, al proceso de conciliación y mediación.  

Esa mediación sería el mismo 30 de enero de 20197.  Es decir, para 

aprovechar el señalamiento notificado a las partes, se cambió la 

naturaleza de la vista adjudicativa a una vista de mediación.  

Llegada la fecha y no habiendo ningún acuerdo de mediación, se 

pasó a la fase adjudicativa.  A tales fines, la Jueza Administrativa 

citó la vista adjudicativa para el 15 de mayo de 2019.  

A la vista del 15 de mayo de 2019, compareció el recurrido 

con su abogado, la investigadora del Negociado y solamente el 

abogado de PJ Security and Collection Corp.  MAPFRE no 

compareció y nunca presentó contestación a la Querella.  Durante 

la vista, el representante legal de PJ Security and Collection Corp. 

reiteró la defensa de que la OMA carecía de jurisdicción para atender 

el caso.  Los recurrentes insistían que el Mediador Vigo Soto, el 5 de 

septiembre de 2018, desestimó sin perjuicio la reclamación de 

licencia, horas extras y periodo para tomar alimentos (OM-18-582).  

Interpretan los recurrentes que, ante la desestimación sin perjuicio, 

el recurrido tenía que radicar un nuevo reclamo ante el Negociado y 

comenzar nuevamente todo el proceso. En otras palabras, para los 

recurrentes la Querella Núm. AC-18-567, del 9 de octubre de 2018, 

era una nula y ultra vires.  

Por su parte, y durante el mismo proceso adjudicativo, el 

recurrido solicitó que se le anotara la rebeldía a MAPFRE y a PJ 

Security and Collection Corp., en virtud de las Reglas 5.14 y 5.15 

 
6 Oposición a Recurso Judicial, Apéndice 6, páginas 158-160. 
7 Oposición a Recurso Judicial, Apéndice 7, páginas 161-163. 
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del Reglamento de la OMA.  La solicitud de rebeldía también fue 

fundamentada ante el hecho que los recurrentes, ese día de la vista, 

no podían rebatir las alegaciones del recurrido, ya que no 

presentaron testigo alguno y tampoco comparecieron ninguno de 

sus oficiales o directores.   

Ante lo solicitado por el recurrido y los argumentos de los 

recurrentes en cuanto a la falta de jurisdicción, la Jueza 

Administrativa les concedió veinte (20) días a los recurrentes para 

que establecieran por escrito todas sus defensas y argumentos, e 

igual término al recurrido para replicar.  Ambas partes sometieron 

sus correspondientes memorandos8.   

Evaluados los escritos de las partes, la Jueza Administrativa 

emitió una Resolución Interlocutoria el 30 de agosto de 2019, 

notificada a las partes el 6 de septiembre de 2019, en la que resolvió 

que tenía jurisdicción para entender en todos los reclamos incluidos 

en la Querella Núm. AC-18-567.   

Así las cosas, el 2 de diciembre de 2019, el Lcdo. Ángel 

Marrero Hernández, representante legal de los recurrentes, presentó 

ante la OMA su renuncia al caso AC-18-567.  El foro administrativo 

les concedió a los recurrentes un término de treinta (30) días, para 

que anunciaran su nueva representación legal.  Los recurrentes 

nunca comparecieron, ni informaron nueva representación legal, 

por lo que finalmente el caso AC-18-567 quedó sometido para su 

adjudicación final el 31 de enero de 2020. 

El 5 de marzo de 2020, la Jueza Administrativa, emitió la 

Resolución y Orden que dispuso de la totalidad de las controversias, 

ordenando al recurrente a indemnizar al recurrido por el despido 

injustificado, licencias de vacaciones, licencias por enfermedad, 

 
8 Los recurrentes sometieron su memorando el 6 de junio de 2019 y el recurrido 

el 20 de junio de 2019. Oposición a Recurso Judicial, Apéndice 8 y 9, páginas 

164-176. 
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horas extras y periodos de tomar alimento, así como la penalidad 

legal que disponen los estatutos.  Esta Resolución y Orden, fue 

archivada en autos el 3 de junio de 2020 y notificada a las partes 

mediante correo certificado con fecha de depósito del 8 de junio de 

2020.  Ante esa decisión, el 29 de junio de 2020, los recurrentes, 

representados por el Lcdo. Luis Morales Tañón, presentaron 

oportunamente una Moción de Reconsideración.  La OMA tenía hasta 

el 14 de julio de 2020, para expresarse sobre la reconsideración o 

en su defecto se entendería rechazada de plano. 

Concurrentemente con esos trámites, el 27 de julio de 2020, 

el Secretario del Trabajo y Recursos Humanos, Hon. Carlos J. Rivera 

Santiago, había emitido el Memorando Núm. 2020-07, relacionado 

a la suspensión de ciertos términos, ante la pandemia del COVID19.  

En específico, el Memorando Núm. 2020-07, decretó que todos los 

términos que fueron suspendidos por el Memorando Núm. 2020-059 

y que hayan vencido o venzan durante las fechas del 16 de marzo 

de 2020 al 6 de agosto de 2020, se extenderían hasta el viernes, 7 

de agosto de 2020. 

Contrario a lo sugerido por el recurrido en su Oposición a 

Recurso Judicial, la extensión del término (hasta el 7 de agosto de 

2020) era un tiempo adicional para que la Jueza Administrativa 

atendiera la reconsideración y de no atenderla para esa fecha, se 

entendería rechazada de plano10.   

No habiendo determinación alguna sobre la reconsideración e 

inconforme con la Resolución y Orden del 5 de marzo de 2020, los 

recurrentes comparecieron ante nos el 12 de agosto de 2020 y 

manifestaron el siguiente error, a saber: 

ERRÓ LA OFICINA DE MEDIACIÓN Y ADJUDICACIÓN 

AL EMITIR UNA RESOLUCIÓN Y ORDEN EN EL CASO 
AC-18-567 (EN EL QUE REABRIÓ Y CONSOLIDÓ EL 

 
9 La Hon. Briseida Torres Reyes, en virtud de ese memorando suspendió, entre 

otros, los términos aplicables a la OMA.  Dicha suspensión fue indefinida. 
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CASO OM-18-582, POR CONCEPTO DE VACACIONES, 
LICENCIA DE ENFERMEDAD, HORAS EXTRAS Y 

PERIODO DE TOMAR ALIMENTOS; CON EL CASO DE 
DESPIDO DEL QUERELLANTE OM-18-766), SIN 

TENER JURISDICCION PARA ELLO.  LO QUE 
CONSTITUYÓ UNA ACTUACIÓN ILEGÍTIMA Y ULTRA 
VIRES DE LA OMA, QUE HACE QUE LA RESOLUCIÓN 

Y ORDEN DICTADA SEA NULA Y JURÍDICAMENTE 
INEXISTENTE. 

 

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

estamos prestos a resolver la controversia que nos ocupa. 

 

II. 

Es norma reiterada que los tribunales apelativos debemos de 

otorgar gran consideración y deferencia a las decisiones 

administrativas. Vargas Serrano v. Inst. Correccional 198 DPR 230 

(2017). Lo anterior, por gozar las mismas de una presunción de 

validez, dada la experiencia que se les atribuye a estas.  IFCO 

Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744 (2012); Torres 

Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 1002 (2011); Asoc. Fcias. 

v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010); JP, Plaza Santa 

Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 186 (2009).  

En cuanto a las determinaciones de hechos formuladas por la 

agencia recurrida, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido reiteradamente que, como norma general, los tribunales 

no intervendrán con estas, siempre y cuando se desprenda del 

expediente administrativo evidencia sustancial que las sostenga.  Al 

realizar dicha determinación, los tribunales deben utilizar un 

criterio de razonabilidad y deferencia.  The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 821-822 (2012); Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty et al. II, supra.  A su vez, la evidencia sustancial es aquella 

relevante que una mente razonada podría entender adecuada para 

sostener una conclusión.  Torres Santiago v. Depto. Justicia, supra, 
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a la pág. 1003, citando a Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 76-77 

(2004).  

Por su parte, las conclusiones de derecho realizadas por las 

agencias serán revisables en toda su extensión.  Torres Santiago v. 

Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, supra. 

Ahora bien, esto no significa que los tribunales pueden descartar 

libremente las conclusiones e interpretaciones de la agencia.  Torres 

Santiago v. Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et 

al. II, supra; Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005).  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico expuso que “[l]a 

deferencia reconocida a las decisiones de las agencias 

administrativas habrá de ceder, solamente, cuando la misma no esté 

basada en evidencia sustancial, cuando la agencia ha errado en la 

aplicación de la ley y cuando su actuación resulte ser una arbitraria, 

irrazonable o ilegal”.  The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra, a 

la pág. 822; véase, además, Otero v. Toyota, supra.  Igualmente, el 

Tribunal Supremo ha clarificado que la deferencia concedida a las 

agencias administrativas únicamente cederá cuando: (1) la 

determinación administrativa no está basada en evidencia 

sustancial; (2) el organismo administrativo ha errado en la 

aplicación o interpretación de las leyes o los reglamentos que se le 

ha encomendado administrar; (3) cuando el organismo 

administrativo actúa arbitraria, irrazonable o ilegalmente, 

realizando determinaciones carentes de una base racional; o (4) 

cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales.  IFCO Recycling v. Aut. Desp. 

Sólidos, supra, a las págs. 744-745, citando a Empresas Ferrer v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007).  

No empece el estado de derecho antes mencionado, 

resaltamos que en el Recurso de Revisión Judicial que nos ocupa, no 

se señalaron, ni discutieron como errores, ningunas de las 129 
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determinaciones de hechos de la Resolución y Orden del 5 de marzo 

de 2020, notificada el 3 de junio de 2020.  Del mismo dictamen, 

tampoco se señalaron, ni discutieron como errores ninguna de las 

determinaciones de derechos, relacionadas a las determinaciones de 

hechos.  Por otra parte, los recurrentes tampoco reclamaron en sus 

errores problemas de “notificación” de la Querella, reuniones o vistas 

que fueron celebradas durante todo el proceso administrativo. 

Los recurrentes concentraron su recurso, en la alegación de 

falta de jurisdicción de la OMA.  En síntesis, los recurrentes 

argumentaron que la OMA no tenía jurisdicción para atender los 

reclamos del caso OM-18-582 (sobre licencias, horas extras y 

períodos de tomar alimento) en conjunto o consolidado con el caso 

de despedido injustificado OM-18-766.  Ellos entienden que para 

que la OMA tuviera jurisdicción sobre la reclamación de las 

licencias, horas extras y períodos de tomar alimento, que había sido 

desestimada sin perjuicio dentro del proceso de mediación, el 

recurrido tenía que radicar una nueva reclamación y comenzar todo 

el procedimiento nuevamente. No les asiste la razón a los 

recurrentes. 

 

B. 

La Ley Núm. 384 de 17 de septiembre de 2004, 3 LPRA sec. 

320 et seq., enmendó la Ley Orgánica del Departamento del Trabajo 

y creó la OMA.  Le confirió jurisdicción para atender reclamaciones 

obrero-patronales, mediante un procedimiento administrativo de 

adjudicación, de conformidad a lo establecido por la entonces 

vigente Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, 

conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (en 

adelante, la LPAU), 3 LPRA sec. 2101 et seq.  

El Artículo 1 de la Ley Núm. 384-2004, 3 LPRA sec. 320, 

establece que la OMA tendrá jurisdicción concurrente con el 
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Tribunal de Primera Instancia en las materias de su jurisdicción, y 

emitirá sus decisiones o resoluciones conforme a la ley y derecho 

mediante los procedimientos establecidos en la LPAU.  A su vez, la 

Ley Núm. 384-2004 le otorga a la OMA la facultad de conciliación y 

adjudicación sobre las Querellas por despido injustificado, en las 

cuales no se reclame indemnizaciones de daños y perjuicios, y en 

cuanto a otras causales separadas al derecho de mesada.  Íd.  

Igualmente, le confiere jurisdicción a la OMA sobre las Querellas 

presentadas por violaciones a las leyes sobre licencia, salarios y 

jornada de trabajo, entre otras.  Íd. 

De otra parte, es sabido que una vez las agencias aprueban 

reglamentos, en virtud de las facultades que les han sido delegadas 

por ley, no queda a su arbitrio el cumplimiento cabal con estos y el 

reconocimiento de los derechos allí contenidos.  Torres v. Junta de 

Ingenieros, 161 DPR 696, 712 (2004).  Cuando la agencia establece 

estándares claros a través de sus reglamentos, se crea un sistema 

más justo en el cual las partes afectadas están bien informadas 

sobre las exigencias de la ley y así pueden cumplir con ellas de 

manera más cabal, efectiva y eficiente.  Asoc. Fcias. Com. v. Dpto. de 

Salud, 156 DPR 105, 131-132 (2002).  Una vez la agencia 

administrativa ha promulgado un reglamento está obligada a 

cumplir con sus disposiciones.  Hernández Chiquez v. F.S.E., 152 

DPR 941, 952 (2000).   

El Reglamento Núm. 7019 del 11 de agosto de 2005, fue 

promulgado bajo la autoridad que confiere a la OMA la Ley Núm. 

384, supra, y de conformidad con los postulados de la Ley Núm. 2 

de 17 de octubre de 1961, según enmendada (Ley Núm. 2-1961), 3 

LPRA secs. 3118 et seq., entre otros estatutos.  Véase, Regla 1.2 del 

Reglamento Núm. 7019.  Lo anterior, cónsono con la política pública 

del Departamento del Trabajo de fomentar el utilizar mecanismos 

complementarios al sistema judicial para resolver conflictos obrero-
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patronales con el fin de impartir justicia de manera más eficiente, 

rápida, consistente y económica, y para preservar la paz laboral.  

Véase, Regla 1.1 del Reglamento Núm. 7019.  

Es menester puntualizar que uno de los propósitos del aludido 

Reglamento es asegurar la solución justa, rápida y económica de las 

Querellas presentadas ante el Negociado de Normas del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos.  Véase, Regla 1.3(a) 

del Reglamento Núm. 7019.  A tales efectos, el Reglamento Núm. 

7019 es aplicable a los procedimientos de mediación, conciliación y 

adjudicación de disputas laborales que lleva a cabo la OMA.  Resulta 

preciso mencionar que el Reglamento Núm. 7019 debe interpretarse 

de forma liberal, para garantizar la solución rápida, justa y 

económica de todo procedimiento, de conformidad con la LPAU, la 

Ley Núm. 384-2004, supra, y la Ley Núm. 2, supra.  Véase, Regla 

10 del Reglamento Núm. 7019.  

 

III. 

No hay controversia que la OMA está facultada y tiene 

competencia para atender reclamaciones, como las presentadas por 

el aquí recurrido.  Estas son, salarios, vacaciones y licencias por 

enfermedad, al amparo de la Ley Núm. 180 de 27 de julio de 1998, 

según enmendada; horas extras en virtud Ley Núm. 379 de 15 de 

mayo de 1948, según enmendada; y por despido injustificado 

conforme a la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según 

enmendada. 

Es igualmente incontrovertible que al amparo de la Regla 3 

del Reglamento, el Director del Negociado podrá referir a la OMA 

aquella reclamación con méritos, que no se pudo solucionar en ese 

primer nivel.  En virtud de la Regla 3.1 del Reglamento, el referido 

del Negociado a la OMA, no limita la discreción de su Director(a) a 

denegar una petición de referido a mediación, si la misma no 
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beneficia a las partes o dilataría la disposición del caso.  Si la OMA 

no deniega el referido a mediación, citará a las partes a una sesión 

inicial de conciliación o mediación conforme a la Regla 3.4(a)del 

Reglamento.  Cuando esto ocurra, las partes citadas estarán 

obligadas a comparecer a la sesión inicial de orientación. Si el 

reclamante no asiste a la sesión inicial, se desestimará la 

reclamación sin perjuicio, en virtud de la Regla 3.4(b) del 

Reglamento. Por otra parte, la Regla 3.2 del Reglamento también le 

reconoce a la OMA discreción para acumular varias reclamaciones, 

al amparo de las leyes enumerada en la Regla 1.3 del Reglamento.     

Por último, si las partes sometidas al proceso de medicación 

no lograran conciliar o mediar, la siguiente etapa sería el 

procedimiento adjudicativo, conforme la Regla 5 del Reglamento.    

La Regla 5.1 del Reglamento, establece que el Director(a) de la 

OMA remitirá el o los casos a la atención de un Juez Administrativo 

u Oficial Examinador, una vez el Querellante suscriba una 

Querella11, bajo ciertas circunstancias: 

a. Cuando a juicio del Director de la OMA, el 
procedimiento de mediación no beneficiaría a las partes 

o dilataría la disposición del caso;  
b. Cuando luego de celebrarse la reunión de orientación 

de mediación, alguna de las partes se niegue a 
participar del proceso de mediación; 
c. Cuando alguna de las partes no comparezca a la 

reunión de orientación de mediación o a la sesión de 
mediación; 
d. Cuando luego de iniciarse el proceso de mediación, 

las partes no lleguen a acuerdos mutuamente 
aceptables; 

e. Cuando alguna de las partes se retire del proceso de 
mediación; 
f. Cuando se venza el término concedido para la 

mediación o; 
g. Cuando a juicio del Mediador, el proceso no está 

resultando de beneficio para ninguna de las partes. 

 

La Regla 5 del Reglamento, también atiende lo relacionado a 

la contestación de la Querella, la rebeldía, enmiendas a la Querella, 

 
11 Los requisitos de la querella se encuentran establecidos en la Regla 5.2 
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las sanciones y la desestimación o desistimiento de la Querella, 

Resoluciones y Ordenes del Juez Administrativo, entre otras. 

IV. 

En resumen y apretada síntesis, el único error presentado por 

los recurrentes es que la Resolución y Orden AC-18-567 que dispuso 

de la totalidad de las controversias el 5 de marzo de 2020, es una 

nula y ultra vires, ya que la OMA no tenía jurisdicción para 

consolidar los reclamos de licencias, horas extras, periodos de tomar 

alimento con el reclamo de despido injustificado.  No nos convencen 

sus argumentos. 

Reiteramos que los procedimientos administrativos ante la 

OMA y en virtud de su Reglamento 7019, supra, tienen que ser 

interpretados de manera liberal, con el fin de impartir justicia de 

manera más eficiente, rápida, consistente y económica. En el caso 

de autos el recurrido incoó una primera reclamación por licencias, 

horas extras y horas para tomar alimentos, la cual fue desestimada 

sin perjuicio al amparo del Regla 3.4(b) del Reglamento, el 5 de 

septiembre de 201812.  Esa desestimación sin perjuicio, no extinguió 

las causas de acción incluidas en el primer reclamo del recurrido.  

Ante esto, el recurrido podía presentarlas nuevamente, como bien lo 

hizo mediante la Querella Núm. AC-18-567 bajo su firma, el 9 de 

octubre de 2018.  Nada en el Reglamento de la OMA impedía que el 

recurrido, asistido o no por un mediador, suscribiera y presentara 

en una Querella todas sus causas de acción.  Resaltamos que la 

Querella Núm. AC-18-567 del 9 de octubre de 2019, fue la primera 

y única que presentó el recurrido ante la OMA. 

Recordemos que cuando el recurrido realizó su Querella, la 

OMA todavía estaba atendiendo su segundo reclamo por despido 

injustificado.  Es decir, el recurrido apropiadamente aprovechó el 

 
12 El dictamen fue mediante Resolución, notificado el 26 de septiembre de 2018. 
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momento de “no mediación” de su segundo reclamo para solicitar y 

consolidar en una Querella todas sus reclamaciones.  

Reclamaciones cuyos períodos prescriptivos no habían vencido.  

Nada en el Reglamento de la OMA, impide tal proceder por 

parte del recurrido.  Por otro lado, el Reglamento de la OMA, le 

concede la discreción a su Director(a) a denegar un referido a 

mediación si determina que no beneficiará las partes o dilatará el 

procedimiento.  En nuestro caso, la Directora Interina aceptó la 

Querella Núm. AC-18-567 y dentro de su discreción la refirió al 

trámite adjudicativo el 8 de noviembre de 201813.  Ante tal proceder, 

razonablemente se puede concluir que la Directora Interina, 

conociendo los precedentes de los dos reclamos (OM18-582 y OM18-

766), y en ejercicio de su discreción, entendió más conveniente 

referir todas las reclamaciones al trámite adjudicativo, conforme a 

la Regla 5 del Reglamento. 

  Es importante señalar que un referido de una Querella a la 

etapa adjudicativa, no limita o impide que el asunto o controversia 

pueda regresar a la etapa de mediación, a solicitud de parte o por 

orden del Juez Administrativo asignado a la etapa adjudicativa.  En 

nuestro caso, así ocurrió.  La Jueza Administrativa asignada al caso, 

luego de evaluar los reclamos de ambas partes, los precedentes y en 

ejercicio de su discreción, el 4 de diciembre de 2018, decidió 

paralizar el proceso adjudicativo y referir el caso AC-18-567 

(licencias, horas extras, períodos de tomar alimentos y despido 

injustificado) al proceso de mediación.  Es decir, le reconoció a las 

partes un nuevo proceso de mediación, pero en esta ocasión con 

todos los reclamos consolidados.  Ante esta paralización y referido a 

 
13 Del expediente apelativo se desprende que la palabra “Enmendada” en la notificación de querella 

a la etapa adjudicativa, fue un error clerical no sustancial, ya que era la primera y única querella del 

recurrido.  Es decir, la Regla 5.7 del Reglamento no es aplicable. 
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mediación, la alegación de los recurrentes (que el caso no podía ir 

directo al trámite adjudicativo) quedó derrotada o subsanada.  

Forzosamente concluimos que nada de los trámites realizados 

por la OMA, el Mediador, la Directora Interina y la Jueza 

Administrativa, eran prohibidos o vedados por el Reglamento, y 

mucho menos eran contrarios a los procesos cotidianos del 

organismo administrativo.  No albergamos duda que la OMA actuó 

conforme a su Ley, Reglamento y sus funcionarios ejercieron 

apropiada y válidamente sus discreciones. 

Por último, reiteramos que los recurrentes, teniendo la 

oportunidad, no cuestionaron como errores, ninguna de las 129 

determinaciones de hechos y sus respectivas determinaciones de 

derecho de la Resolución y Orden recurrida.   

En fin, concluimos que el único error señalado por los 

recurrentes no se cometió y, en consecuencia, se confirma la 

Resolución y Orden del 5 de marzo de 2020, notificada el 3 de junio 

de 2020.  

V. 

De conformidad con los fundamentos expresados 

previamente, confirmamos la Resolución y Orden del 5 de marzo de 

2020, notificada el 3 de junio de 2020. 

Notifíquese. 

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


